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Corresponde desatar el recurso de apelación interpuesto por el procesado JULIO CÉSAR ROZO GUTIÉRREZ contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día veinticuatro (24) de diciembre de 2004, providencia por medio de la cual se le negó el beneficio de la prisión domiciliaria.  

1.- PROVIDENCIA 

Recibida la solicitud de prisión domiciliaria y cumplida la visita socio-familiar respectiva, consideró el a quo que la medida sustitutiva implorada es improcedente en los términos del aspecto subjetivo estipulado por el artículo 38 del Código Penal, toda vez que el interesado reveló un comportamiento perverso, ajeno a toda idea de convivencia, situación que a todas luces es indicativa de la necesidad de un tratamiento penitenciario.

Quien está dispuesto a lesionar o a segar la vida de sus congéneres, impide que se haga un pronóstico favorable sobre su comportamiento futuro. 

La petición debe ser despachada desfavorablemente, además porque el comprometido no reúne la calidad de cabeza de familia. 

2.- RECURSO 

Considera el procesado que el verdadero aspecto subjetivo que debe analizarse se debe enfocar a la difícil calidad de vida que tiene, originada porque nuestro sistema social no acepta a adultos mayores como empleados. 

El entorno cultural del hogar es muy pobre y por ello su actuar ha devenido por el abandono estatal. 

Solicita la intervención del Juez de Garantías traído por la ley 906 de 2004 para que se haga una nueva evaluación de su caso y se le conceda la sustitutiva domiciliaria.   

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Corresponde a la Sala establecer si el artículo 38 del Código Penal permite conceder el beneficio incoado. Dice la norma: 
Artículo 38. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o morada del sentenciado, o en su defecto en el que el Juez determine, excepto en los casos en que el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, siempre que concurran los siguientes presupuestos:

1. Que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión o menos.

2. Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al Juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena...
Obsérvese que el artículo es diáfano al otorgarle al Juez la potestad de examinar y deducir si el sentenciado en verdad reúne las condiciones suficientes para convivir nuevamente en sociedad sin riesgo alguno y si su presencia en el hogar es indispensable.

Así las cosas, la labor efectuada por el señor Juez de primera instancia además de haber sido prudente, equilibrada y, sobre todo, ajustada a los requisitos y objetivos de ley, conlleva a establecer con suficiencia que una persona con las características del señor ROZO GUTIÉRREZ no puede ser beneficiaria de la prisión domiciliaria. Se pasa a explicar: 

Los funcionarios que vigilan la ejecución de las sentencias, tienen plena potestad para evaluar cada caso y profundizar en las implicaciones que una medida como la solicitada puede generar tanto para la familia como para la misma comunidad, por eso, en el sub judice es claro que estamos frente a una persona con un marcado y decidido espíritu delictivo, que no dudó ni un segundo en esgrimir arma para despojar a otros de sus pertenencias y que intentó burlarse de la justicia al reincidir en una conducta punitiva de similar envergadura. 

Estas peculiaridades permiten concluir que la sanción intramuros es impostergable. Adicionalmente, recordemos que las necesidades económicas de ninguna manera pueden convertirse en aval para atentar de manera inmisericorde contra el patrimonio ajeno, y lo que es más grave, para llegar al borde de las lesiones personales -o inclusive de la muerte-.   

El legislador, cauto al evitar posibles excesos, trazó pautas y requisitos tendientes a evitar que los internos utilicen la prisión domiciliaria como simple excusa para eludir la reclusión formal. Bajo estas circunstancias y recordando la forma minuciosa y grave como se delinquió, se infiere con total claridad que la determinación adoptada en la primera instancia no se puede modificar.
Como punto adicional, debe recordársele al procesado que la creación de los jueces de control de garantías obedece a los requerimientos del nuevo sistema penal acusatorio vigente en Colombia a partir del primero (1) de enero de 2005, por ello dicha figura no tiene injerencia alguna para los hechos que motivaron el presente proceso.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y que ha sido objeto de revisión. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
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